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SENTENCIA 

 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

 

 Comparece ante nosotros, mediante recurso de apelación, la 

Sra. Ramona Álamo Pérez (señora Álamo Pérez o apelante) y 

solicita la revocación de una Sentencia dictada el 8 de abril de 

2016 por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de San Juan. 

Mediante el referido dictamen, el foro primario desestimó una 

Demanda instada por la señora Álamo Pérez en contra del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, la Autoridad de Carreteras, el 

Municipio Autónomo de San Juan (Municipio) y la compañía 

Integrand Assurance Company (todos en adelante “parte apelada”). 

El TPI concluyó que la señora Álamo Pérez no cumplió con el 

requisito de notificación previa establecido en el Art. 15.003 de la 

Ley de Municipios Autónomos, Ley Núm. 81-1991, 21 L.P.R.A. sec. 

4703. 
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I. 

 El 5 de marzo de 2014, la señora Álamo Pérez incoó una 

Demanda de daños y perjuicios en contra de los aquí apelados.1 

Según se alega en la Demanda, el 20 de marzo de 2013 la señora 

Álamo Pérez se tropezó y cayó en un hoyo o grieta en la Avenida 

Arzuaga que queda frente a la Farmacia Rey y al lado de la Plaza 

Convalecencia en Río Piedras.2 Adujo que el hoyo o grieta era un 

peligro creado y mantenido por los demandados.3 Añadió que los 

demandados no colocaron avisos para alertar a los usuarios acerca 

de la peligrosidad del lugar.4 La señora Álamo Pérez manifestó que 

los demandados fueron negligentes, y ella sufrió daños físicos y 

emocionales estimados en $75,000, una incapacidad valorada en 

$25,000 y otros daños económicos en $5,000.5 

 El Municipio de San Juan contestó la demanda y negó la 

responsabilidad imputada en la Demanda.6 El Municipio levantó 

como defensa en la Contestación enmendada que no fue notificado 

adecuadamente de conformidad con el Art. 15.003 de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra.7 Posteriormente, el Municipio 

solicitó la desestimación del pleito a base del referido estatuto.8 A 

esos efectos, argumentó que el plazo de 90 días comenzó a 

transcurrir el 20 de marzo de 2013 y no se recibió la notificación 

requerida por ley.9 Manifestó que el 23 de julio de 2013 recibió una 

carta fechada el 14 de julio de 2013, pero que la misma se hizo 

fuera del término provisto para ello y, además, no cumplía con los 

                                                 
1 El apéndice del recurso de apelación comenzó su enumeración con el 10 en vez 

de 1. Haremos referencia al apéndice según fue enumerado por la apelante. 
Recurso de Apelación, Apéndice, pág. 10.  
2 Íd., pág. 11. 
3 Íd. 
4 Íd. 
5 Íd., págs. 11-12. 
66 Íd., págs. 15-24. 
7 Íd., pág. 22. 
8 Íd., pág. 25. 
9 Íd., pág. 26. 
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requisitos de forma y contenido exigidos por el Art. 15.003 de la 

Ley de Municipios Autónomos, supra.10 

A esos fines, destacó que la carta no contenía el nombre y 

dirección de los testigos ni el lugar donde recibió el tratamiento 

médico en primera instancia.11 Según la demandada, lo anterior le 

perjudicó al no poder recopilar información, relacionada a la acción 

y el tratamiento médico. Además, expresó que la demandante 

contaba con esa información antes de vencer el término de 

notificación.12 El Municipio sometió con su solicitud de 

desestimación una copia de la carta enviada por la señora Álamo 

Pérez. A continuación la transcribimos: 

Hon. Alcaldesa: 

 La presente es para hacerle saber y notificarle, de 

conformidad con las Leyes vigentes, la siguiente 

reclamación: 

A. La reclamantes (sic) es: Ramona Alamo (sic) Pérez 

B. Su dirección es: Bo. Buen Consejo / Capitán 

Ameztgua callejón (sic) 2167, San Juan, Puerto Rico 

00983 

C. Fecha y lugar de los hechos: 20 de marzo de 2013, 

en la c/ Arzuaga frente Farmacia Rey y al lado de 

Plaza Convalecencia RioPiedras (sic), San Juan 

D. Descripción de los hechos: La reclamante caminaba 

para cruzar por dicho lugar y tropezó con hoyo y/o 

grieta en la c/ Arzuaga. Dichas grietas y/o hoyo 

constituía un peligro creado y mantenido por los 

reclamados, quienes faltaron a su deber de 

previsibilidad. 

E. Daños reclamados: $100,000.00 

Para dar cumplimiento a las disposiciones de la Ley 
sobre la notificación de las demandas al Estado se 

hace esta notificación por Correo Certificado con Acuse 

de Recibo.13 

La señora Álamo Pérez se opuso a la moción de 

desestimación. En lo pertinente a la controversia, la demandante 

hizo referencia a las alegaciones de la Demanda y añadió  que: 

recibió primeros auxilios de un agente de la policía de nombre 

                                                 
10 Íd., págs. 27-28. 
11 Íd., pág. 28. 
12 Íd., pág. 29. 
13 Íd., págs. 31-32. 
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Jesús Claudio y de un paramédico; fue llevada a la sala de 

emergencias del Hospital Pavía en Hato Rey; luego fue 

transportada al hogar de su hijo Raúl Enrique Llanos Álamo; la 

yerna, María Luz Rodríguez, llevó a la demandante al hospital 

donde fue inyectada y anestesiada; posteriormente fue llevada a la 

casa de su hijo, porque no podía hacer nada ni transportarse; las 

lesiones le impedían salir de la casa y valerse por sí misma; fue 

operada en el Hospital San Francisco el 10 de mayo de 2013 a 

causa del dolor y la incapacidad para moverse y; fue el 14 de julio 

de 2013 que la señora Álamo Pérez pudo ser llevada a ver al Lcdo. 

Antonio Bauzá  Torres y luego le envió la notificación al 

Municipio.14 

La  señora Álamo Pérez alegó “[q]ue la dilación en hacerse la 

notificación esto es dentro de los 90 días a partir del 20 de marzo 

de 2013 consistió en aproximadamente 31 días lo que entiendo no 

debió de haber causado perjuicio de clase alguna al Municipio de 

San Juan”.15 La demandante no explicó cómo llegó a la conclusión 

sobre la alegada ausencia de perjuicio y tampoco mencionó si el 

contenido de la carta cursada al Municipio cumplía con los 

requisitos de forma exigidos por el Art. 15.003 de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra.16 La moción fue acompañada con 

una declaración jurada de Raúl Enrique Llanos Álamo y otra de la 

señora Álamo Pérez.17 Surge del apéndice, además, un informe de 

la Dra. Beatriz Bartolomei Aguilera.18 

El TPI evaluó las mociones de las partes y declaró ha lugar la 

solicitud de desestimación presentada por el Municipio mediante 

                                                 
14 Íd., pág. 33-34 y 40-43. 
15 Íd., pág. 34. 
16 Íd., pág. 34. 
17 Íd., págs. 40-43. 
18 Íd., págs. 44-47. Los documentos incluidos en el apéndice (páginas 48 a la 

261) se refieren a un nombre de paciente distinto al de la Sra. Ramona Álamo 

Pérez. 
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Sentencia dictada el 8 de abril de 2016.19 Oportunamente, la 

demandante solicitó reconsideración mediante la cual reiteró que 

existía justa causa para la tardanza en la notificación debido a la 

incapacidad física y la dependencia de su hijo para 

transportarse.20 El TPI declaró no ha lugar la moción de 

reconsideración mediante Resolución dictada el 11 de mayo de 

2016 y notificada el día 13 siguiente.21 

Insatisfecho con el resultado, la señora Álamo Pérez 

compareció ante nosotros mediante recurso de apelación y formuló 

los siguientes señalamientos de error, a saber: 

 Erró el TPI al declarar con lugar la moción de 
desestimación radicada por el municipio de San Juan 

por tardanza menor de un mes en la radicación de la 
notificación requerida para artículo 15.003 de la Ley 
de Municipios Autónomos aún cuando se presentó 

abundante evidencia médica y declaraciones juradas 
que reflejaban incapacidad física y su incapacidad de 

poderse mover para efectuar la notificación dentro del 

término de 90 días. 

 Erró el TPI al no incorporar en su Sentencia 
Determinaciones de Hecho y Conclusiones de Derecho 
aun cuando la regla 36.4 de las Reglas de 

Procedimiento Civil así lo requieren. 

 En el primer señalamiento de error, la apelante argumentó 

que: al momento de la caída tenía 72 años de edad; a consecuencia 

de la caída fue llevada al hospital el 25 de marzo de 2013; debido 

al dolor y seriedad de las lesiones sufridas fue operada en el 

hospital San Francisco y recibió terapias físicas hasta el 21 de 

junio de 2013; el término de 90 días comenzó a transcurrir el 21 

de junio de 2013 y; dependía de su hijo para transportarse porque 

no conducía y así lo hicieron constar el hijo y la apelante en una 

declaración jurada presentada ante el TPI.22 Explicó que lo anterior 

justificaba la dilación en enviar la notificación, pues no podía 

valerse por sí misma y su hijo se negó a llevarla al abogado hasta 

                                                 
19 Íd., págs. 262-263. 
20 Íd., págs. 265-266. 
21 Alegato del apelado, Apéndice, págs. 9-10. 
22Alegato de la apelante, pág. 4. 
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que mejorara su condición de salud.23 Sin embargo, no mencionó 

cómo la parte demandada dejó de sufrir perjuicio con la 

notificación tardía. 

 En el segundo señalamiento de error, la apelante arguyó que 

el TPI erró al dictar sentencia sin formular determinaciones de 

hecho y conclusiones de derecho de conformidad con la Regla 36.4 

de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V. A esos efectos, la 

apelante manifestó que la moción de desestimación y la oposición 

correspondiente fueron presentadas con documentos (carta del 14 

de julio de 2013, récord médico y evaluación de la fisiatra).24 El 23 

de junio de 2016, emitimos una Resolución mediante la cual le 

apercibimos a la parte apelada que debía cumplir estrictamente 

con la Regla 22 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

L.P.R.A. Ap. XXII-B. El Municipio compareció mediante Moción de 

desestimación del recurso de apelación y, en la alternativa, 

presentó el Alegato en oposición. 

 En relación con la solicitud de desestimación, el Municipio 

planteó que la moción de reconsideración presentada por la 

demandante ante el TPI no interrumpió el término para apelar la 

Sentencia, porque no cumplió con el requisito de especificidad de la 

Regla 47 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V. En particular, 

argumentó que la señora Álamo Aponte no detalló en qué consistió 

la alegada incapacidad.25 El Municipio también expresó que el 

recurso de apelación debe ser desestimado por incumplimiento del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B. 

Específicamente, arguyó que la apelante no mostró justa causa 

para notificar el apéndice fuera del término establecido para ello y, 

por tanto, no quedó perfeccionado el recurso apelativo.26 El 

Municipio manifestó que el Tribunal de Apelaciones está impedido 

                                                 
23 Íd., págs. 4-5. 
24 Íd., pág. 8. 
25 Moción de desestimación de recurso de apelación, pág. 3. 
26 Íd., pág. 8. 
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de corroborar la jurisdicción por la falta de notificación del 

apéndice.27 

En cuanto a los errores imputados en el recurso de 

apelación, el Municipio reiteró que la señora Álamo Pérez no 

cumplió con el requisito de notificación previa establecido en el Art. 

15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, ni acreditó la 

justa causa exigida por la jurisprudencia del Tribunal Supremo de 

Puerto Rico. En relación con el contenido de la Sentencia, el 

Municipio argumentó que no era necesario exigir determinaciones 

de hechos y conclusiones de derecho, pues la Regla 42.2 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, no lo exigía. 

Antes de proceder con la discusión del recurso en sus 

méritos, procedemos a declarar no ha lugar la Moción de 

desestimación del recurso de apelación. Surge del Alegato en 

oposición que la parte apelada pudo hacer referencia al apéndice  

de la apelación para argumentar su posición en cuanto a los 

aspectos sustantivos del recurso. En ese sentido, entendemos que 

la alegada notificación tardía del apéndice no le ocasionó perjuicio 

a la parte apelada y ésta pudo defenderse adecuadamente. 

Respecto a la moción de reconsideración y el requisito de 

especificidad de la Regla 47 de Procedimiento Civil, supra, 

resolvemos que la parte apelante sí lo cumplió. La moción de 

reconsideración expuso las razones por las cuales debía concluirse 

que existió justa causa para notificar tarde al Municipio y citó 

aquella jurisprudencia que entendía favorable a su contención. 

Véase Morales y otros v. The Sheraton Corp., 191 D.P.R. 1, 11-12 

(2014). Asimismo, el TPI notificó la denegatoria de la moción de 

reconsideración a través del formulario OAT-082 que apercibe de 

los términos para recurrir al Tribunal de Apelaciones. 

                                                 
27 Íd. 
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Resuelta la moción de desestimación del Municipio, 

procedemos a resolver los méritos del recurso apelativo con el 

beneficio de la comparecencia de las partes. 

II. 

 En Puerto Rico, la Asamblea Legislativa aprobó la Ley Núm. 

104 de 29 de junio de 1955, conocida como Ley de Reclamaciones 

y Pleitos contra el Estado (Ley Núm. 104), 32 L.P.R.A. secs. 3074-

3092a, que autoriza a las personas a demandar al Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico (E.L.A.) sobre ciertas causas de 

acciones.  Art. 2 de la Ley Núm. 104, 32 L.P.R.A. sec. 3077.  Al 

aprobar dicha legislación, la Legislatura “estableció ciertas 

condiciones para proteger al Gobierno de sorpresas y fraudes”. 

E.L.A. v. Tribunal Superior, 104 D.P.R. 160, 162 (1975). Una de las 

condiciones previas para poder demandar al Gobierno de Puerto 

Rico es la debida y oportuna notificación escrita dirigida al 

Secretario de Justicia. Íd.   

La Ley Núm. 104 y la Ley de Municipios Autónomos 

comparten los mismos propósitos. E.L.A. v. Tribunal Superior, 

supra; Méndez et al. v. Municipio de Aguadilla, 151 D.P.R. 853, 861 

(2000). La protección de los municipios, análoga a la provista por 

la Ley Núm. 104 al E.L.A., se encuentra en el Art. 15.003 de la Ley 

de Municipios Autónomos, supra, y establece:   

Toda persona que tenga reclamaciones de cualquier 

clase contra un municipio por daños personales o a la 
propiedad, ocasionados por la culpa o negligencia del 
municipio, deberá presentar al alcalde una notificación 

escrito, haciendo constar en forma clara y concisa la 
fecha, lugar, causa y naturaleza general del daño 
sufrido. En dicha notificación se especificará, además, 

la cuantía de la compensación monetaria o el tipo de 
remedio adecuada al daño sufrido, los nombres y 

direcciones de sus testigos y la dirección del 
reclamante, y en los casos de daño a la persona, el 
lugar donde recibió tratamiento médico en primera 

instancia.   

a.  Forma de entrega y término para hacer la notificación. – 

Dicha notificación se entregará al alcalde, remitiéndola 
por correo certificado o por diligenciamiento personal o 
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en cualquier otra forma fehaciente reconocida en 

derecho. 

La referida notificación escrita deberá presentarse al 
alcalde dentro de los noventa (90) días siguientes a la 

fecha en que el reclamante tuvo conocimiento de los 
daños reclamados. Si el reclamante está mental o 

físicamente imposibilitado para hacer dicha 
notificación en el término antes establecido, no 
quedará sujeto al cumplimiento del mismo, debiendo 

hacer la referida notificación dentro de los treinta (30) 

días siguientes a la fecha en que cese la incapacidad.  

.                  .       .          .          .       .      .                  . 

b.  Requisito jurisdiccional. – No podrá iniciarse acción 
judicial de clase alguna contra un municipio por daños 
causados por la culpa o negligencia de aquél, a menos 

que se haga la notificación escrita, en la forma, 

manera y en los plazos dispuestos en este subtítulo.  

c.  Salvedad. – Esta sección no modificará en forma 
alguna, para aquellos reclamantes que cumplan con 

sus disposiciones, el término prescriptivo fijado por la 

sec. 5298(2) del Título 31. 

El requisito de notificación previa a los municipios es parte 

de nuestro ordenamiento jurídico desde la década de los sesenta. 

Véase Ley Núm. 142 de 21 de julio de 1960, conocida como Ley 

Municipal, 1960 Leyes de Puerto Rico 526. El cumplimiento del 

Art. 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, es una 

condición previa indispensable para iniciar cualquier acción 

judicial en resarcimiento de daños y perjuicios en contra de un 

municipio. Rivera Fernández v Mun. Carolina, 190 D.P.R. 196, 206 

(2014). El Tribunal Supremo de Puerto Rico identificó los 

propósitos de este tipo de legislación en Mangual v. Tribunal 

Superior, 88 D.P.R. 491, 494 (1963), y son los siguientes:   

Los estatutos que requieren una notificación a 
los municipios como requisito previo a la iniciación de 
acción judicial en resarcimiento de daños y perjuicios 

responden a los propósitos de 1— proporcionar a estos 
cuerpos políticos la oportunidad de investigar los 

hechos que dan origen a la reclamación; 2— 
desalentar las reclamaciones infundadas; 3— propiciar 
un pronto arreglo de las mismas; 4— permitir la 

inspectión [sic] inmediata del lugar del accidente antes 
de que ocurran cambios; 5— descubrir el nombre de 

las personas que tienen conocimiento de los hechos y 
entrevistarlas mientras su recuerdo es más confiable; 
6 — advertir a las autoridades municipales de la 

existencia de la reclamación para que se provea la 
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reserva necesaria en el presupuesto anual; y 7— 
mitigar el importe de los daños sufridos mediante 

oportuna intervención ofreciendo tratamiento médico 
adecuado y proporcionando facilidades para 

hospitalizar al perjudicado. Véase E.L.A. v. Tribunal 
Superior, supra, pág. 162. 

El Tribunal Supremo ha expresado que el Art. 15.003 de la 

Ley de Municipios Autónomos, supra, exige que la notificación 

incluya: la fecha, lugar, causa y naturaleza del daño sufrido; 

información sobre los testigos; dirección del reclamante; el tipo de 

remedio o la cuantía monetaria solicitada y; en los casos de daños 

a la persona, deberá incluir el lugar donde recibió tratamiento 

médico. Rivera Fernández v Mun. Carolina, supra. Sin embargo, si 

el municipio provee y pone en posición al reclamante de notificar 

los daños a través de un formulario, el mismo constituye una 

notificación suficiente en derecho siempre que cumpla con los 

requisitos del estatuto mencionado. Íd., págs. 211-212. En Rivera 

Fernández, el Tribunal Supremo resolvió que la omisión de incluir 

la cuantía en la notificación no operaba en contra de la 

demandante, porque el formulario provisto por el municipio no 

contenía un encasillado para ello. Íd., pág. 210. 

El requisito de notificación previa contenido en ambas piezas 

legislativas es de cumplimiento estricto y no jurisdiccional. Véase 

Berríos Román v. E.L.A., 171 D.P.R. 549, 560 esc. 2 (2007); 

Acevedo v. Municipio de Aguadilla, 153 D.P.R. 788 (2001); Méndez 

et al. v. Municipio de Aguadilla, supra, 861; Loperena Irizarry v. 

E.L.A., 106 D.P.R. 357, 359 (1977); E.L.A. v. Tribunal Superior, 

supra, pág. 164. La norma a esos efectos la resumió el Juez 

Rebollo López en Acevedo v. Municipio de Aguadilla, supra, pág. 

799, al expresar:   

Debe mantenerse presente, sin embargo, que el 

mencionado requisito no alcanza calidad de condición 
de precedente jurisdiccional y que se han permitido 
excepciones en circunstancias donde el esquema 
legislativo carece de virtualidad, propósito u objetivo y 



 
 

 
KLAN201600815    

 

11 

donde jurídicamente no hay razón para aplicarlo. (Citas 

omitidas y énfasis en el original). 

Una de las razones para excusar el incumplimiento del 

requisito de la notificación es el desconocimiento de los daños, lo 

cual constituye justa causa. Rodríguez Sosa v. Cervecería India, 

106 D.P.R. 479, 483 (1977). Sin embargo, “la existencia de justa 

causa no tiene el alcance de una liberación absoluta de los 

términos expresos del estatuto”. Íd. El efecto de la existencia de 

justa causa es suspender el cumplimiento y el deber de notificar se 

reactiva cuando el impedimento desaparece. Íd., págs. 483-484; 

Art.2A(c) de la Ley Núm. 104, supra; Art. 15.003 de la Ley de 

Municipios Autónomos, supra.   

Ahora bien, situación distinta es cuando el requerimiento de 

la notificación escrita no tiene razón de ser ante los hechos 

particulares del caso. A manera de ejemplo, en Meléndez Gutiérrez 

v. E.L.A., 113 D.P.R. 811, 814-815 (1983), el Tribunal resolvió 

que:   

[E]n casos como en el presente —donde el riesgo de 

que la prueba objetiva pueda desaparecer es mínimo, 
donde hay constancia efectiva de la identidad de los 
testigos y donde el Estado, por tanto, puede fácilmente 

investigar y corroborar los hechos alegados en la 
demanda que se radique— no es de aplicación 
inexorable la citada Sec. 3077a por cuanto el objetivo 

que se persigue mediante la aplicación de la referida 

disposición legal no tiene razón de ser. 

En Meléndez Gutiérrez, el E.L.A. fue notificado tardíamente y 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico concluyó que no era de 

aplicación el requisito de notificación.28 Otro caso donde aplicaron 

la excepción al requisito de notificación fue Romero Arroyo v. 

                                                 
28 El Tribunal Supremo de Puerto Rico razonó:   

“Cabe preguntarse si en el presente caso dado los hechos 

particulares del mismo, existe peligro de que desaparezca la 
prueba objetiva evidenciaria de la alegada negligencia de los 

empleados del gobierno que participaron en la intervención 

quirúrgica a que fue sometido el codemandado.  Los resultados de 

la segunda intervención donde alegadamente se encontró y 

extrajo del referido codemandante el objeto extraño están 

plasmados, paso a paso, en los récords del Centro Médico de 
Puerto Rico, el cual, como sabemos es una institución bajo el 

control del [E.L.A.].  No creemos, por tanto, que exista el riesgo 

mencionado.” Meléndez Gutiérrez v. E.L.A., 113 D.P.R. 811, 814 

(1983)  
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E.L.A., 127 D.P.R. 724, 736 (1991), que versaba sobre un pleito 

causado por la actuación del propio Secretario de Justicia quien es 

la persona que debe recibir la notificación al amparo de la Ley 

Núm. 104. 

A igual resultado llegó el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

en Méndez et als. v. Alcalde de Aguadilla, supra, 863, al aplicar el 

Art. 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, por 

alegados actos cometidos por el alcalde del municipio demandado. 

Todos estos casos tienen fundamentos en común, a saber: el riesgo 

de desaparición de prueba objetiva es mínimo; hay constancia 

efectiva de la identidad de los testigos; y el Estado puede 

fácilmente investigar y corroborar los hechos alegados en la 

demanda.  

No obstante, el Tribunal Supremo de Puerto Rico se negó a 

aplicar automáticamente esta excepción en Berríos Román v. 

E.L.A., 171 D.P.R. 549, 565 (2007). El Tribunal concluyó:   

[e]ra necesario proveerle al Estado la oportunidad de 
investigar el lugar de los hechos en una fecha cercana 

a la que éstos ocurrieron.  De esta forma, las 
autoridades estatales hubiesen tendido [sic] la 
oportunidad de tomar las medidas necesarias para 

tramitar prontamente la reclamación y evitar daños 

futuros. Íd. 

Además, reiteró que el legislador quiso evitar la presentación 

de reclamaciones casi al final del término prescriptivo cuya 

consecuencia fuera impedirle al Estado investigar adecuadamente 

los incidentes. De esta manera, el Tribunal mantuvo los propósitos 

enunciados en Mangual y rechazó la justa causa alegada por el 

demandante que descansaba en la supuesta “constancia efectiva 

[que tenía el Estado] de la identidad de los testigos y que no había 

riesgo de pérdida de la evidencia objetiva”. Íd., pág. 563.   

Lo resuelto en Berríos Román nos recuerda que a pesar de la 

existencia de las excepciones mencionadas, el requisito del Art. 2A 

de la Ley Núm. 104, supra, y el Art. 15.003 de la Ley de Municipios 
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Autónomos, supra, mantienen su vigencia y validez. Véase Rosario 

Mercado v. ELA, 189 D.P.R. 561, 567 (2013).29 El requisito de 

notificación “no es irrazonable ni restringe de forma indebida los 

derechos del reclamante”. Íd. A su vez, las excepciones 

jurisprudenciales no convierten en inconsecuentes las exigencias 

estatutarias. Íd., págs. 267-268, citando a J.J. Álvarez, 

Responsabilidad Civil Extracontractual, 77 Rev. Jur. U.P.R. 603, 

627 (2008).  A esos efectos resulta necesaria la explicación 

detallada de la justa causa para eximir el cumplimiento de dicha 

notificación. Íd., pág. 573. En Rosario Mercado v. E.L.A., supra, 

pág. 14, el Tribunal Supremo reiteró que “[e]l hecho de que el 

Estado posea cierta evidencia es insuficiente para eximirle [al 

demandante] del requisito de notificación”. Íd., pág. 572.  

En resumen, la normativa vigente es que todo demandante 

tiene que explicar la tardanza en notificar al Estado o al Municipio 

y, en ausencia de dicha explicación, procede la desestimación de la 

reclamación. Berríos Román v. E.L.A., supra; Rosario Mercado v. 

E.L.A., supra. En la alternativa, el reclamante puede demostrar 

que el requisito de la notificación es inoperante, innecesario o 

impráctico por tratarse de circunstancias excepcionales donde los 

objetivos mencionados en Mangual y su progenie se cumplen. 

III. 

En el presente caso, debemos resolver si actuó 

correctamente el TPI al desestimar la Demanda instada por la 

señora Álamo Pérez por ésta no haber notificado adecuadamente al 

Municipio. La contención de la apelante es que la tardanza en la 

notificación estuvo justificada por la incapacidad sufrida la cual le 

impedía transportarse hasta la oficina de un abogado. Asimismo, 

la apelante arguyó que el plazo para notificar comenzó el 21 de 

                                                 
29 El Tribunal Supremo de Puerto Rico determinó que la “realidad del confinado” 
no es una excepción automática al requisito de notificación que establece el Art. 

2A de la Ley de Reclamaciones y Pleitos contra el Estado (Ley Núm. 104), 32 

L.P.R.A. sec. 3077a.   
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junio de 2013 y, en la alternativa argumentó por primera vez en la 

etapa apelativa, que el inicio del término podía contarse desde 10 

de mayo de 2013 cuando fue intervenida quirúrgicamente. Por 

último, argumentó que la Sentencia debe ser revocada porque no 

contiene determinaciones de hechos y conclusiones de derecho, 

pues la solicitud de desestimación debió considerarse como una 

moción de sentencia sumaria. 

Comenzaremos con el análisis del segundo señalamiento de 

error, pues es de fácil disposición de conformidad con la letra clara 

de la Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, la cual 

establece: 

No será necesario especificar los hechos probados y 

consignar separadamente las conclusiones de derecho:  

(a) al resolver mociones bajo las Reglas 10 ó 36.1 y 
36.2, o al resolver cualquier otra moción, a excepción 

de lo dispuesto en la Regla 39.2;  

(b) en casos de rebeldía;  

(c) cuando las partes así lo estipulen, o  

(d) cuando por la naturaleza de la causa de acción o el 
remedio concedido en la sentencia, el tribunal así lo 

estime.  

En los casos en que se deniegue total o 

parcialmente una moción de sentencia sumaria, el 
tribunal determinará los hechos en conformidad 

con la Regla 36.4. (énfasis nuestro) 

La apelante invocó la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 

supra, para sostener su posición sobre la necesidad de incluir 

determinaciones de hechos y de derecho en la Sentencia apelada. 

No obstante, la Regla 36.4 aplica cuando el TPI considera y deniega 

una solicitud de sentencia sumaria. La referida Regla dispone: 

Si en virtud de una moción presentada bajo las 

disposiciones de esta regla no se dicta sentencia sobre 
la totalidad del pleito, ni se concede todo el remedio 
solicitado o se deniega la misma, y es necesario 

celebrar juicio, será obligatorio que el tribunal resuelva 
la moción mediante una determinación de los hechos 

esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay 
controversia sustancial y los hechos esenciales y 
pertinentes que están realmente y de buena fe 

controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de los 
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daños u otra reparación no está en controversia, 
ordenando los procedimientos ulteriores que sean 

justos en el pleito, incluso una vista evidenciaria 
limitada a los asuntos en controversia. Al celebrarse el 

juicio, se considerarán probados los hechos así 

especificados y se procederá de conformidad.  

A base de las determinaciones realizadas en virtud de 
esta regla el tribunal dictará los correspondientes 

remedios, si alguno. Íd. 

La situación cubierta por la citada Regla no es de aplicación 

al caso de autos, pues estamos ante una Sentencia que resolvió la 

totalidad del pleito sumariamente. El segundo señalamiento de 

error no se cometió. Además, a nuestro juicio, el TPI adoptó los 

hechos formulados por el Municipio en su solicitud de 

desestimación al declararla ha lugar. De igual manera, para efectos 

del análisis del requisito de notificación, no existen controversias 

sobre los hechos materiales del caso. La apelante parte de los 

mismos hechos que tomó en consideración el Municipio para 

solicitar la desestimación. Nos explicamos. 

La señora Álamo Pérez alegó haberse caído en la Avenida 

Arzuaga el 20 de marzo de 2013 y haber sufrido una incapacidad 

que no le permitió notificar al Municipio hasta el 14 de julio de 

2013. La carta fue recibida el 23 de julio de 2013 según el ponche 

de la Oficina de la Alcaldesa. En su alegato, la parte apelante 

consideró correctas dichas fechas y adujo que la notificación fue 

tardía por 31 días. Sin embargo, el día 90 del término fue el 18 de 

junio de 2013. Por lo tanto, la carta fue recibida por el Municipio a 

los 35 días de expirado el plazo para notificar. En la alternativa, la 

apelante utiliza el 21 de junio de 2013 como fecha para computar 

el plazo de notificación. 

Surge de la declaración jurada de la señora Álamo Pérez que 

su tratamiento (terapias físicas) culminó el 21 de junio de 2013. 

En el alegato apelativo, la apelante arguyó que a partir de dicha 
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fecha comenzó a transcurrir el término 90 días.30 No le asiste la 

razón. El propio Art. 15.003(a) de la Ley de Municipios Autónomos, 

supra, establece que un reclamante físicamente imposibilitado de 

hacer la notificación dentro del término de 90 días, tiene 30 días 

para notificar al municipio a partir del cese de la incapacidad. En 

ese sentido, el término de 30 días comenzó a transcurrir el 21 de 

junio de 2013 y, aun así, la notificación le fue entregada al 

Municipio 2 días tarde. En ninguna de las circunstancias 

expuestas por la apelante se puede considerar la notificación como 

oportuna. Por lo tanto, la tardanza en notificar no estuvo 

justificada. 

Por otro lado, la apelante planteó por primera vez en este 

recurso y de manera escueta que el término de los 90 días 

comenzó a decursar el 10 de mayo de 2013, según su 

interpretación de lo resuelto por el Tribunal Supremo en Rivera 

Fernández. Hemos revisado el expediente con detenimiento y no 

encontramos que este argumento se hubiese formulado ante el TPI. 

Los tribunales apelativos deben abstenerse de adjudicar cuestiones 

no planteadas ante el foro revisado. Véase Trabal Morales v. Ruiz 

Rodríguez, 125 D.P.R. 340, 351 (1990). Lo anterior es un principio 

de derecho arraigado en nuestro ordenamiento jurídico y continúa 

vigente. Abengoa, S.A. v. American Intl. Ins., 176 D.P.R. 512, 526 

(2009); Echandi Otero v. Stewart Title, 174 D.P.R. 355, 383 esc. 15 

(2008); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 64, 145 (1998). Si bien 

los tribunales deben conceder lo que en derecho procede, 

independientemente del remedio solicitado, los hechos deben 

formularse adecuadamente ante el foro revisado. Dorante v. 

Wrangler of P.R., 145 D.P.R. 408, 414 (1998). 

Cónsono con lo anterior, entendemos que nos debemos 

abstener de entrar a dilucidar un asunto traído a destiempo en el 

                                                 
30 Alegato de la apelante, pág. 4. 
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litigio. No obstante, es preciso expresar que nada en el expediente 

apunta a una controversia que hubiese llevado al TPI a un 

resultado distinto. Además en el expediente consta una 

declaración jurada del hijo de la señora Álamo Pérez en la cual se 

afirma que ésta fue sometida a un “MRI” del hombro izquierdo el 8 

de abril de 2013.31 Si tomáramos el 8 de abril de 2013 como punto 

de partida del plazo de notificación, el último día para ello hubiese 

sido el 7 de julio de 2013. Por consiguiente, tanto la fecha de la 

carta (14 de julio de 2013) como la fecha que la recibió el 

Municipio (23 de julio de 2013) se encuentran fuera del plazo de 

los 90 días según la opinión mayoritaria del Tribunal Supremo en 

Rivera Fernández. De modo que resulta inconsecuente la 

contención de la apelante en esta etapa del proceso judicial. 

Finalmente, es preciso señalar que al momento de evaluar 

controversias sobre el requisito de notificación previa a los 

municipios es importante determinar si al  exigir tal cumplimiento 

resultaría en un ejercicio fútil y si las partes podrían ser eximidas 

a esos efectos. El caso de autos no presenta las circunstancias 

excepcionales para apartarse de los rigores del estatuto. La 

apelante se limitó a meramente alegar que el Municipio no sufrió 

ningún perjuicio con la tardanza de la notificación. La señora 

Álamo Pérez no explicó el por qué entendía que no existía perjuicio 

y el cómo los propósitos del requisito de notificación previa no se 

frustraban ante el incumplimiento. 

En cambio, el Municipio muy bien indicó que la carta 

recibida fuera del plazo provisto para ello no era suficiente para 

poder investigar los hechos del caso. La carta cursada al Municipio 

no expresó la causa y naturaleza del daño sufrido, la información 

de los testigos ni el lugar donde la señora Álamo Pérez recibió el 

                                                 
31 En la declaración jurada expresa el año 2003, pero evidentemente es un error 

tipográfico. Véase, además, Recurso de apelación, Apéndice, pág, 44. 
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tratamiento médico. Todo esta información vino a surgir como 

parte del proceso judicial que inició tras casi 1 año de ocurrida la 

alegada caída. A nuestro juicio, situaciones como las de autos son 

las que el Art. 15.003 de la Ley de Municipios Autónomos, supra, 

quiere evitar, por lo que el TPI actuó correctamente al no 

desestimar la acción de daños y perjuicio en contra del Municipio. 

El primer señalamiento de error no se cometió. 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Sentencia  

dictada por el Tribunal de Primera Instancia. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Cintrón Cintrón disiente sin opinión escrita. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


